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El Congreso de Colombia
Visto el texto de los “Acuerdo entre el Gobierno de la República de 

octubre de dos mil cuatro (2004), que a la letra dicen:
-

mento Internacional mencionado).
ACUERDO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA DE CO-
LOMBIA Y EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA DEL PERU, MODI-
FICATORIO DEL CONVENIO BOLIVARIANO DE EXTRADICIÓN 

El Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la Repú-
blica del Perú,

CONSCIENTES de la necesidad de emprender la más amplia co-
operación para la extradición de personas que estén siendo procesadas 
o hayan sido condenadas en un proceso penal;

OBSERVANDO los principios del respeto de la soberanía y de la no 

y principios del Derecho Internacional; y
DESEANDO hacer más efectivos los esfuerzos llevados a cabo por 

los Estados en la represión del delito;

siguientes cláusulas: 
ARTICULO 1

Entre la República de Colombia y la República del Perú, el artículo 
1° del Acuerdo Bolivariano de Extradición quedará así:

Los Estados convienen en entregarse mutuamente, de conformidad con 
lo que se estipula en este Acuerdo, las personas investigadas, procesadas 

se encuentren en territorio del otro.
ARTICULO 2

Entre la República de Colombia y la República del Perú, el artículo 
2° del Acuerdo Bolivariano de Extradición quedará así:

Darán lugar a la extradición las conductas punibles, independientemente 
de la denominación del delito, que según la legislación de los Estados 
sean sancionadas con pena privativa de la libertad no menor a un año.

ARTICULO 3
Entre la República de Colombia y la República del Perú, el artículo 

3° del Acuerdo Bolivariano de Extradición queda derogado.
ARTICULO 4

Entre la República de Colombia y la República del Perú, el artículo 
4° del Acuerdo Bolivariano de Extradición quedará así:

No se accederá a la extradición de ninguna persona si el hecho por 
el cual se pide se considera en el Estado requerido como delito político 
o hecho conexo con él y ninguna persona entregada por cualquiera de 

delito político ni por ningún acto conexo con él.
Para los efectos del presente Acuerdo, no se consideran delitos po-

líticos:
a) Homicidio u otro delito violento contra la persona del Jefe de Estado 

de uno de los Estados o de miembros de su familia;
b) El Genocidio, según se contempla en los Tratados y Convenciones 

Multilaterales de los cuales ambos Estados sean parte;
c) Delitos con relación a los cuales ambos Estados tienen la obligación, 

en virtud de algún Acuerdo Multilateral Internacional, de extraditar a la 
persona solicitada o de remitir el caso a sus autoridades competentes 
para que decidan sobre su procesamiento.

LEY 1278 DE 2009
(enero 5)

por medio de la cual se aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de 



Página 2 Lunes 2 de febrero de 2009 GACETA DEL CONGRESO  26

ARTICULO 5
Entre la República de Colombia y la República del Perú, el artículo 

5° del Acuerdo Bolivariano de Extradición quedará así:
No será concedida la extradición:

b) Cuando la infracción penal por la cual es solicitada la extradición 
fuera de naturaleza estrictamente militar;

c) Cuando el Estado requerido tuviera motivos fundamentados para 

de perseguir o sancionar a la persona solicitada por motivos de raza, 
religión, nacionalidad u opiniones políticas. Así mismo, como si tuviera 
motivos para suponer que la situación de la misma estuviera agravada 
por tales motivos;

d) Cuando la conducta esté sancionada con pena privativa de la li-
bertad menor a un año; 

e) Cuando según la Legislación del Estado requirente la acción o la 
pena hubiere prescrito. 

ARTICULO 6
Entre la República de Colombia y la República del Perú, el artículo 

6° del Acuerdo Bolivariano de Extradición quedará así:
La solicitud de extradición deberá hacerse por la vía diplomática. 

ARTICULO 7
Entre la República de Colombia y la República del Perú, el artículo 

7° del Acuerdo Bolivariano de Extradición quedará así:
Cuando la persona reclamada se hallare procesada o condenada por el 

Estado requerido, este podrá diferir la entrega hasta cuando el reclamado 
sea absuelto, indultado o haya cumplido la condena o cuando haya cesado 
el motivo de su detención.

Entre la República de Colombia y la República del Perú, el artículo 

El pedido de extradición será hecho por la vía diplomática mediante 
presentación de los siguientes documentos:

a) Cuando se trate de una persona no condenada: Original o copia 
de la orden de captura para el caso colombiano o del mandato de deten-
ción para el caso peruano.

b) Cuando se trate de una persona condenada: Original o copia 
-

ma no fue totalmente cumplida, así como el tiempo pendiente para su 
cumplimiento.

1. Las piezas o documentos presentados deberán contener la indicación 
precisa del hecho imputado, la fecha y el lugar en que fue cometido, así 
como los datos necesarios para la comprobación de la identidad de la 
persona reclamada. Deberán también estar acompañadas de las copias 

de las disposiciones legales relativas a la prescripción de la acción penal 
o de la pena aplicados en el Estado requirente y de los que fundamenten 
la competencia de este.

2. El Estado requirente presentará la solicitud cuando razonablemente 
considere que la persona solicitada ingresó o permanece en el territorio 
del Estado requerido.

3. Si la documentación con la cual se formaliza el pedido de extradición 
estuviere incompleta, el Estado requerido solicitará al Estado requirente 
que en el plazo de noventa (90) días calendario, contados a partir de la 

transcurrido dicho plazo no se completa la información y la persona se 
encuentra detenida, esta quedará en libertad.

4. En lo no previsto en el presente Acuerdo, el procedimiento de 
extradición se regirá por lo establecido en la Legislación interna del 
Estado requerido.

ARTICULO 9
Entre la República de Colombia y la República del Perú, el artículo 

9° del Acuerdo Bolivariano de Extradición quedará así:

El Estado requirente solicitará en caso de urgencia la detención pre-

relativos al delito. El pedido deberá indicar que sobre la persona solicitada 
pende una orden de captura o de mandato de detención o una condena 
y deberá señalar la fecha y los hechos que motiven el pedido, así como 
el tiempo y el lugar de la comisión parcial o total de los hechos, además 

se solicita.

pedido en el plazo de noventa (90) días calendario. En el caso que no 

petición será puesta en libertad y solamente se admitirá un nuevo pedido 
de detención por el mismo hecho, si son retomadas todas las formalidades 
exigidas en este Acuerdo.

Igualmente, se dispondrá la captura de la persona solicitada si se pro-
duce la formalización aun cuando no haya mediado solicitud de captura 
o de detención preventiva.

La ubicación de la persona requerida se podrá hacer a través de la 
Organización Internacional de Policía Criminal - Interpol.

ARTICULO 10
Entre la República de Colombia y la República del Perú, el artículo 

10 del Acuerdo Bolivariano de Extradición queda derogado.
ARTICULO 11

Entre la República de Colombia y la República del Perú, el artículo 
11 del Acuerdo Bolivariano de Extradición quedará así:

-
rente sino por los hechos mencionados en la solicitud de extradición ni 
tampoco ser entregado a otro Estado, a menos que haya tenido en uno y 
otro caso la libertad de abandonar dicho Estado durante un mes después 
de haber sido sentenciado, de haber cumplido la pena o de haber sido 
indultado. En todos estos casos el extraditado deberá ser advertido de 
las consecuencias a lo que lo expondría su permanencia en el territorio 
de ese Estado.

El Estado requerido condicionará la entrega a la garantía previa dada 
por el Estado requirente, por vía diplomática, a la conmutación de la pena 
de muerte, en caso de ser esta la aplicable para el delito que la motiva, 

-
cación e igualmente a condición de que al extraditado no se le someta 
a desaparición forzada, a tortura ni a tratos o penas crueles, inhumanos 
o degradantes.

En todo caso se garantizará el debido proceso a la persona extradi-
tada.

ARTICULO 12
Entre la República de Colombia y la República del Perú, el artículo 

13 del Acuerdo Bolivariano de Extradición quedará así:
Cuando la extradición de una persona fuera solicitada por más de un 

Estado, se procederá de la siguiente manera:
a) Cuando se trate del mismo hecho, se dará preferencia al pedido del 

Estado en cuyo territorio haya sido cometido el delito;
b) Cuando se trate de hechos diferentes, se dará preferencia al pedido 

del Estado en cuyo territorio haya sido cometido el delito más grave;
c) Cuando se trate de hechos distintos, se dará preferencia al Estado 

que lo solicitó en primer lugar, y
d) Corresponde al Estado requerido establecer el orden de prelación 

cuando hubiere varias solicitudes de extradición.
ARTICULO 13

Entre la República de Colombia y la República del Perú, el artículo 
15 del Acuerdo Bolivariano de Extradición quedará así:

Estarán a cargo del Estado requerido los gastos derivados del pedido de 
extradición hasta el momento de la entrega del extraditado a los agentes 
debidamente acreditados del Estado requirente, quedando a cargo de este 
todos los gastos posteriores, incluyendo los del traslado.

ARTICULO 14
Entre la República de Colombia y la República del Perú, el artículo 

16 del Acuerdo Bolivariano de Extradición queda derogado.
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ARTICULO 15
Entre la República de Colombia y la República del Perú, al Acuerdo 

Bolivariano de Extradición se adiciona el siguiente artículo:
La persona requerida podrá acceder por escrito y de manera irrevocable 

a su extradición en los términos en que fue solicitada. Para tal efecto, 
la autoridad ante la cual queda a disposición le informará acerca de su 
derecho a un procedimiento formal y de la protección que este le brinda. 
El Estado requerido podrá conceder la extradición sin que se lleve a cabo 
el procedimiento formal en la medida en que se cumplan los requisitos 

-

ARTICULO 16
Entre la República de Colombia y la República del Perú, al Acuerdo 

Bolivariano de Extradición se adiciona el siguiente artículo:
La persona extraditada que, después de ser entregada por un Estado al 

del Estado requerido, será detenida mediante simple solicitud hecha por 
la vía diplomática y será entregada nuevamente, sin otra formalidad, al 
Estado al cual ya le fue concedida la extradición.

ARTICULO 17
Entre la República de Colombia y la República del Perú, al Acuerdo 

Bolivariano de Extradición se adiciona el siguiente artículo:

contenidas en el presente Acuerdo, serán resueltas mediante negociacio-
nes diplomáticas directas.

Siempre que en el Acuerdo Bolivariano de Extradición se mencionen 

ARTICULO 19

Bolivariano de Extradición se entenderá que corresponde al término de 
noventa (90) días calendario.

ARTICULO 20
-

ARTICULO 21

y se mantendrá en vigor mientras esté vigente el Acuerdo Bolivariano 

(22) días del mes de octubre de dos mil cuatro (2004).
Por el Gobierno de la República de Colombia,

Por el Gobierno de la República del Perú,
Firma ilegible.

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 10 de agosto de 2005
Autorizado. Sométase a la consideración del honorable Congreso de 

la República para los efectos constitucionales.
(FDO.) ÁLVARO URIBE VÉLEZ

El Viceministro de Relaciones Exteriores encargado de las funciones 
del Despacho de la Ministra de Relaciones Exteriores.

DECRETA:
Artículo 1º. Apruébase el “Acuerdo entre el Gobierno de la República 

octubre de dos mil cuatro (2004).
Artículo 2º. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de 

la Ley 7ª de 1944, el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de 

de octubre de dos mil cuatro (2004), que por el artículo 1º de esta ley 
se aprueba, obligará al país a partir de la fecha en que se perfeccione el 
vínculo internacional respecto del mismo.

Artículo 3º. La presente ley rige a partir de la fecha de su publica-
ción.

Dada en Bogotá, D.C., a 10 de agosto de 2005.
Presentado al honorable Congreso de la República por el Ministro del 

Interior y de Justicia y el Ministro de Relaciones Exteriores.
El Ministro del Interior y de Justicia,

El Ministro de Relaciones Exteriores,

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 10 de agosto de 2005
Autorizado. Sométase a la consideración del Honorable Congreso de 

la República para los efectos constitucionales.
(FDO.) ÁLVARO URIBE VÉLEZ

El Viceministro de Relaciones Exteriores encargado de las funciones 
del Despacho de la Ministra de Relaciones Exteriores,

DECRETA:
Artículo 1°. Apruébase el “Acuerdo entre el Gobierno de la República 

octubre de dos mil cuatro (2004).
Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de 

la Ley 7ª de 1944, el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de 

de octubre de dos mil cuatro (2004), que por el artículo 1° de esta ley 
se aprueba, obligará al país a partir de la fecha en que se perfeccione el 
vínculo internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su publica-
ción.

El Presidente del honorable Senado de la República,

El Secretario General del honorable Senado de la República,

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL
Comuníquese y cúmplase.
Ejecútese, previa revisión de la Corte Constitucional, conforme al 

artículo 241-10 de la Constitución Política.
Dada en Bogotá, D. C., a 5 de enero de 2009.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
El Ministro del Interior y de Justicia,

El Ministro de Relaciones Exteriores,
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El Congreso de la República
Visto el texto del 

marzo de 1970, que a la letra dice:
-

mento internacional mencionado).
XX. CONVENIO SOBRE LA OBTENCION DE PRUEBAS 

EN EL EXTRANJERO EN MATERIA CIVIL O COMERCIAL
( )

Los Estados signatarios del presente Convenio, 

promover la concordancia entre los diferentes métodos que los mismos 
utilizan a estos efectos,

materia civil o mercantil,
Han resuelto concluir un convenio a tales efectos y han acordado las 

disposiciones siguientes:
CAPITULO I

CARTAS ROGATORIAS
Artículo 1

-
tratante podrá, en conformidad a las disposiciones de su legislación, 
solicitar de la autoridad competente de otro Estado, por carta rogatoria, 
la obtención de pruebas, así como la realización de otras actuaciones 

No se empleará una carta rogatoria para obtener pruebas que no estén 
destinadas a utilizarse en un procedimiento ya incoado o futuro.

Artículo 2
Cada Estado contratante designará una Autoridad Central que estará 

encargada de recibir las cartas rogatorias expedidas por una autoridad 
-

las modalidades preceptuadas por el Estado requerido.
Las cartas rogatorias se remitirán a la Autoridad Central del Estado 

requerido sin intervención de otra autoridad de dicho Estado.
Artículo 3
En la carta rogatoria, constarán los datos siguientes:
a) La autoridad requirente y, a ser posible, la autoridad requerida;
b) Identidad y dirección de las partes y, en su caso, de sus represen-

tantes;

sumaria de los hechos;
d) Las pruebas que hayan de obtenerse o cualesquiera actuaciones 

Cuando proceda, en la carta rogatoria se consignará también:
e) Los nombres y dirección de las personas que hayan de ser oídas;
f) Las preguntas que hayan de formularse a las personas a quienes se deba 

tomar declaración, o los hechos acerca de los cuales se les deba oír;

la fórmula que haya de utilizarse;
i) Las formas especiales cuya aplicación se solicite conforme a lo 

dispuesto en el artículo 9.
Asimismo, en la carta rogatoria se mencionará, si hubiere lugar a ello, 

la información necesaria para la aplicación del artículo 11.
No se podrá exigir legalización alguna ni otra formalidad análoga.
Artículo 4
La carta rogatoria deberá estar redactada en la lengua de la autoridad 

requerida o ir acompañada de una traducción a dicha lengua.
Sin embargo, cada Estado contratante deberá aceptar la carta roga-

toria redactada en francés o en inglés, o que vaya acompañada de una 
traducción a una de estas lenguas, salvo que hubiere formulado la reserva 
autorizada en el artículo 33.

por razones de derecho interno, aceptar las cartas rogatorias en una de 

declaración, la lengua en que la carta rogatoria deba estar redactada o 

de esta declaración, los gastos de traducción a la lengua exigida serán 
sufragados por el Estado requirente.

la lengua o lenguas en las que, aparte de las previstas en los párrafos 
precedentes, puede enviarse la carta rogatoria a su Autoridad Central.

La conformidad de toda traducción que acompañe a una carta roga-

efecto en uno de los dos Estados.
Artículo 5
Si la Autoridad central estimare que no se han cumplido las dispo-

siciones del presente Convenio, informará inmediatamente de ello a la 
autoridad del Estado requirente que le haya remitido la carta rogatoria, 

Artículo 6

-
dicial competente del mismo Estado según las normas establecidas por 
la legislación de este.

Artículo 7
Si la autoridad requirente lo pidiere, se le informará de la fecha y lu-

interesadas y, en su caso, sus representantes puedan asistir a la misma. 
Esta información se remitirá directamente a dichas partes o a sus repre-
sentantes, cuando la autoridad requirente así lo pidiere.

previa autorización de la autoridad designada por el Estado declarante.
Artículo 9

aplicará en cuanto a la forma las leyes de su propio país.

LEY 1282 DE 2009
(enero 5)
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Sin embargo, se accederá a la solicitud de la autoridad requirente de 
que se aplique un procedimiento especial, excepto si este procedimien-
to es incompatible con la ley del Estado requerido o es imposible su 

Artículo 10
-

dios de compulsión apropiados previstos por su ley interna en los casos 

exhorto de las autoridades de su propio Estado o una petición formulada 
a este efecto por una parte interesada.

Artículo 11

misma alegare una exención o una prohibición de prestar declaración 
que haya establecido: 

a) La ley del Estado requerido; o

la autoridad requerida.
Además, todo Estado contratante podrá declarar que reconoce las 

exenciones y prohibiciones establecidas por la ley de otros Estados 
distintos del Estado requirente y del Estado requerido, en la medida en 

Artículo 12

en que:
-

-
beranía o seguridad.

asunto de que se trate, o no admita vías de derecho correspondientes al 

Artículo 13
La autoridad requerida remitirá a la autoridad requirente, por la misma 

vía que esta última haya utilizado, los documentos en que se haga constar 

parte, se informará inmediatamente de ello por la misma vía a la auto-
ridad requirente y se le comunicarán las razones por las que no ha sido 

Artículo 14

o gastos de cualquier clase.
Sin embargo, el Estado requerido tiene derecho a exigir del Estado 

requirente el reembolso de los honorarios pagados a peritos e intérpre-
tes y el de los gastos que ocasione la aplicación de un procedimiento 
especial solicitado por el Estado requirente, conforme a lo dispuesto en 
el párrafo 2 del artículo 9°.

La autoridad requerida cuya legislación estableciere que son las partes 

carta rogatoria, podrá encargar de ello a una persona habilitada al efecto, 
una vez obtenido el consentimiento de la autoridad requirente. Al solicitar 
este consentimiento, la autoridad requerida indicará el importe aproximado 
de los gastos que resultarían de dicha intervención. El consentimiento 
implicará, para la autoridad requirente, la obligación de reembolsar di-
chos gastos. Si no se presta este consentimiento, la autoridad requirente 
no tendrá que sufragarlos.

CAPITULO II
OBTENCION DE PRUEBAS POR FUNCIONARIOS DIPLOMATICOS 

O CONSULARES Y POR COMISARIOS
Artículo 15
En materia civil o comercial, un funcionario diplomático o consular 

de un Estado contratante podrá, en el territorio de otro Estado contratante 

sin compulsión, a la obtención de pruebas de nacionales de un Estado 

incoado ante un Tribunal de dicho Estado.
Todo Estado contratante podrá declarar que esta obtención de pruebas 

por un funcionario diplomático o consular, sólo podrá efectuarse median-
te autorización, a petición de dicho funcionario, o en su nombre, por la 
autoridad competente que el Estado declarante designe.

Artículo 16
Un funcionario diplomático o consular de un Estado contratante 

podrá también, en el territorio de otro Estado contratante y dentro de la 

a la obtención de pruebas de nacionales del Estado de residencia, o de 

Tribunal del Estado que dicho funcionario represente:
a) Si una autoridad competente designada por el Estado de residencia 

hubiere dado su autorización, en general o para un caso particular; y
b) Si cumple las condiciones que la autoridad competente hubiere 

Todo Estado contratante podrá declarar que la obtención de pruebas 
previstas en el presente artículo, podrá realizarse sin previa autorización.

Artículo 17
En materia civil o comercial toda persona designada en debida forma 

como comisario podrá, en el territorio de un Estado contratante, proceder, 
-

miento incoado ante un Tribunal de otro Estado contratante:
a) Si una autoridad competente designada por el Estado donde hayan 

de obtenerse las pruebas, hubiera dado su autorización, en general, o para 
cada caso particular; y

b) Si dicha persona cumple las condiciones que la autoridad compe-

Todo Estado contratante podrá declarar que la obtención de pruebas 
en la forma prevista en el presente artículo podrán realizarse sin auto-
rización previa.

Todo Estado contratante podrá declarar que un funcionario diplomático 
o consular o un comisario, autorizados para la obtención de pruebas de 
conformidad a los artículos 15, 16 y 17, estará facultado para solicitar de 
la autoridad competente designada por dicho Estado la asistencia necesaria 
para obtener las pruebas mediante compulsión. La declaración podrá incluir 
las condiciones que el Estado declarante estime conveniente imponer.

Cuando la autoridad competente accediere a la solicitud, aplicará las 
medidas de compulsión adecuadas y previstas por su ley interna.

Artículo 19
La autoridad competente, al dar la autorización prevista en los artí-

la fecha y el lugar de la práctica de la prueba. Asimismo, podrá pedir 

mencionados; en este caso, un representante de la expresada autoridad 
podrá estar presente en la obtención de las pruebas.

Artículo 20
Las personas a quienes concierna la obtención de pruebas prevista en 

el presente capítulo, podrán recabar la asistencia de su abogado.
Artículo 21
Cuando un funcionario diplomático o consular o un comisario estu-

vieren autorizados a proceder a la obtención de pruebas conforme a lo 
dispuesto en los artículos 15, 16 y 17:
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a) Podrán proceder a la obtención de pruebas de toda clase, siempre 
que ello no sea incompatible con la ley del Estado donde se realice o 
contrario a la autorización concedida, en virtud de dichos artículos, y 

b) Salvo que la persona a la que concierna la obtención de pruebas 
fuere nacional del Estado donde se hubiere incoado el procedimiento, 
toda citación para comparecer o aportar pruebas estará redactada en la 
lengua del lugar donde haya de obtenerse la prueba, o irá acompañada 
de una traducción a dicha lengua;

c) La citación indicará que la persona podrá estar asistida por un abo-
gado y, en todo Estado que no hubiere formulado la declaración prevista 

a aportar pruebas;
d) La obtención de pruebas podrá efectuarse según las modalidades 

previstas por la ley del Tribunal ante el que se hubiere incoado el pro-
cedimiento, siempre que esas modalidades no estuvieren prohibidas por 
la ley del Estado donde haya de practicarse la prueba;

e) La persona requerida para la obtención de pruebas podrá alegar las 
exenciones y prohibiciones previstas en el artículo 11.

Artículo 22
El hecho de que no haya podido efectuarse la obtención de pruebas 

conforme a lo dispuesto en el presente capítulo, por haberse negado una 
persona a participar en dicho acto, no impedirá que posteriormente se 
expida carta rogatoria para esa obtención de pruebas de conformidad 
con lo dispuesto en el Capítulo I.

CAPITULO III
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 23

Common
 con el nombre de “

Artículo 24
Todo Estado contratante podrá designar, además de la Autoridad 

Central, otras autoridades cuyas competencias habrá de determinar. No 
obstante, las cartas rogatorias podrán remitirse en todo caso a la Auto-
ridad Central.

Los Estados federales estarán facultados para designar varias Auto-
ridades Centrales.

Artículo 25
Todo Estado contratante en donde estuvieren vigentes varios sistemas 

de derecho, podrán designar a las autoridades de uno de dichos sistemas, 

rogatorias, en aplicación del presente Convenio.
Artículo 26
Todo Estado contratante, si estuviere obligado a ello por razones de 

Derecho constitucional, podrá pedir al Estado requirente el reembolso 

o citación de comparecencia, las indemnizaciones que hayan de pagarse 
a la persona que preste declaración y los gastos del acta de la práctica 
de la prueba.

Cuando un Estado hubiere formulado una solicitud conforme a lo 
dispuesto en el párrafo precedente, cualquier otro Estado contratante 
podrá pedir a dicho Estado el reembolso de gastos similares.

Artículo 27
Las disposiciones del presente Convenio no impedirán que un Estado 

contratante:
a) Declare que se podrán remitir cartas rogatorias a sus autoridades 

b) Permita, de conformidad con su legislación o costumbres internas, 
-

venio se aplique;
c) Permita, de conformidad con su legislación o costumbre internas, 

métodos de obtención de prueba distintos de los previstos por el presente 
Convenio.

El presente Convenio no impedirá un acuerdo entre dos o más Estados 
contratantes para derogar:

a) El artículo 2°, en lo relativo a la vía de remisión de las cartas ro-
gatorias;

b) El artículo 4°, en lo relativo a las lenguas que podrán utilizarse;

d) El artículo 11, en lo relativo a las exenciones y prohibiciones de 
prestar declaración;

e) El artículo 13, en lo relativo a la remisión de los documentos en 

f) El artículo 14, en lo relativo al pago de los gastos;
g) las disposiciones del Capítulo II. 
Artículo 29
El presente Convenio sustituirá, en las relaciones entre Estados que 

-

marzo de 1954, respectivamente, en la medida en que dichos Estados 
fueren Parte en uno u otro de estos Convenios.

Artículo 30
El presente Convenio no afectará a la aplicación del artículo 23 del 

Convenio de 1905, ni a la del artículo 24 del Convenio de 1954.
Artículo 31
Los acuerdos adicionales a los Convenios de 1905 y 1954, concluidos 

por los Estados contratantes, se reputarán igualmente aplicables al presente 
Convenio, a no ser que los Estados interesados acordaren lo contrario.

Artículo 32

Convenio no derogará los Convenios en que los Estados contratantes 
fueren Partes, actualmente o en el futuro, y que contengan disposiciones 
sobre materias reguladas por el presente Convenio.

Artículo 33

adhesión, podrá excluir, en su totalidad o en parte, la aplicación de las 
disposiciones del párrafo 2° del artículo 4° y del Capítulo II. No se ad-
mitirá ninguna otra reserva.

Todo Estado contratante podrá retirar en cualquier momento la reserva 
que hubiere formulado. El efecto de la reserva cesará a los sesenta días 

Cuando algún Estado hubiere formulado alguna reserva, cualquier 
otro Estado afectado por esta podrá aplicar la misma norma, con respecto 
al primer Estado.

Artículo 34

declaración.
Artículo 35
Cada Estado contratante dará a conocer al Ministerio de Asuntos 

-

condiciones:
a) La designación de las autoridades a las cuales los agentes diplomá-

ticos o consulares deberán dirigirse en virtud del artículo 16, así como de 
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las autoridades que puedan conceder la autorización o asistencia previstas 

b) La designación de las autoridades que puedan conceder al comi-
sario la autorización prevista en el artículo 17 o la asistencia prevista en 

mencionadas supra;
e) Toda retirada de reservas. 
Artículo 36

con ocasión de la aplicación del presente Convenio, se resolverán por 
vía diplomática.

Artículo 37
-

presentados en la Undécima Sesión de la Conferencia de La Haya de 
Derecho internacional privado.

El presente Convenio entrará en vigor a los sesenta días del depósito 
-

rrafo 2° del artículo 37.
El Convenio entrará en vigor, para cada Estado signatario que lo ra-

Artículo 39
Todo Estado no representado en la Undécima Sesión de la Conferencia 

de La Haya de Derecho internacional privado, que fuere Miembro de la 
Conferencia, o de las Naciones Unidas o de un organismo especializado 
de las Naciones Unidas, o que fuere parte en el Estatuto del Tribunal 
Internacional de Justicia, podrá adherirse al presente Convenio después 
de su entrada en vigor, conforme a lo dispuesto en el párrafo primero 

El instrumento de adhesión se depositará en el Ministerio de Asuntos 

El Convenio entrará en vigor, para el Estado que se adhiere, a los 
sesenta días del depósito de su instrumento de adhesión.

La adhesión sólo surtirá efecto en las relaciones entre el Estado ad-
herente y los Estados contratantes que hubieren declarado aceptar dicha 
adhesión. Esta declaración se depositará en el Ministerio de Asuntos 

copia auténtica a cada uno de los Estados contratantes.
El Convenio entrará en vigor, entre el Estado adherente y el Estado 

que hubiere declarado aceptar la adhesión, a los sesenta días del depósito 
de la declaración de aceptación.

Artículo 40

territorios que dicho Estado represente en el plano internacional, o a uno 
o varios de esos territorios. Esta declaración surtirá efecto en el momento 
de la entrada en vigor del Convenio para dicho Estado.

Para los territorios mencionados en la extensión, el Convenio entrará 

precedente.
Artículo 41
El presente Convenio tendrá una duración de cinco años a partir de 

la fecha de su entrada en vigor, conforme a lo dispuesto en el párrafo 

o se hayan adherido al mismo posteriormente.
Salvo denuncia, el convenio se renovará tácitamente cada cinco 

años.

de cinco años.
La denuncia se podrá limitar a ciertos territorios a los que se aplique 

el Convenio.
La denuncia solamente surtirá efecto con respecto al Estado que la 

-
tados contratantes.

Artículo 42

los Estados mencionados en el artículo 37, así como a los Estados que 
se hubieren adherido conforme a lo dispuesto en el artículo 39:

b) La fecha en que el presente Convenio entre en vigor conforme a 

c) Las adhesiones a que hace referencia el artículo 39 y las fechas en 
que surtan efecto;

d) Las exenciones a que hace referencia el artículo 40 y las fechas en 
que surtan efecto;

e) Las designaciones, reservas y declaraciones mencionadas en los 
artículos 33 y 35;

f) Las denuncias a que hace referencia el párrafo tercero del artículo 
41.

presente Convenio.

se remitirá por vía diplomática una copia auténtica a cada uno de los 
Estados representados en la Undécima Sesión de la Conferencia de La 
Haya de Derecho internacional privado.

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 5 de mayo de 2006
Autorizado. Sométase a la consideración del honorable Congreso de 

la República para los efectos constitucionales.
(FDO.) ÁLVARO URIBE VÉLEZ

La Ministra de Relaciones Exteriores

DECRETA:
Artículo 1°. Apruébase el “Convenio sobre la obtención de pruebas 

de marzo de 1970.
Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de 

la Ley 7ª de 1944, el “Convenio sobre la obtención de pruebas en el 

marzo de 1970, que por el artículo 1° de esta ley se aprueba, obligará al 
país a partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo internacional 
respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.
Dada en Bogotá, D. C., a los
Presentado al honorable Congreso de la República por el Ministro del 

Interior y de Justicia y el Ministro de Relaciones Exteriores.
El Ministro del Interior y de Justicia,

El Ministro de Relaciones Exteriores,
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RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

 Bogotá, D. C., 5 de mayo de 2006.
Autorizado. Sométase a la consideración del honorable Congreso de 

la República para los efectos constitucionales.
(FDO.) ÁLVARO URIBE VÉLEZ

La Ministra de Relaciones Exteriores, 

DECRETA:
Artículo 1°. Apruébase el “Convenio sobre la obtención de pruebas 

de marzo de 1970.
Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de 

la Ley 7ª de 1944, el “Convenio sobre la obtención de pruebas en el 

marzo de 1970, que por el artículo 1° de esta ley se aprueba, obligará al 
país a partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo internacional 
respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.

El Presidente del honorable Senado de la República,

El Secretario General del honorable Senado de la República,

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL
Comuníquese y cúmplase.
Ejecútese, previa revisión de la Corte Constitucional, conforme al 

artículo 241-10 de la Constitución Política.
Dada en Bogotá, D. C., a 5 de enero de 2009.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
El Ministro de Relaciones Exteriores,

El Viceministro de Turismo, encargado de las funciones del Despacho 
del Ministro de Comercio, Industria y Turismo,

*   *   *

LEY 1285 DE 2009*
(enero 22)

El Congreso de la República
DECRETA:

Artículo 1°. Modifíquese el artículo 4° de la Ley 270 de 1996:
Artículo 4°. 

se sometan a su conocimiento. Los términos procesales serán perentorios 

de las sanciones penales a que haya lugar. Lo mismo se aplicará respecto 
de los titulares de la función disciplinaria.

orales con las excepciones que establezca la ley. Esta adoptará nuevos 
estatutos procesales con diligencias orales y por audiencias, en procura 

nuevos avances tecnológicos.
Parágrafo Transitorio. Autorízase al Gobierno Nacional para que 

durante los próximos cuatro años incluya en el presupuesto de rentas y 
gastos una partida equivalente hasta el 0.5% del Producto Interno Bruto 
de acuerdo con las disponibilidades presupuestales, el Marco Fiscal de 
Mediano Plazo y el Marco de Gastos, para desarrollar gradualmente la 

Artículo 2°. Modifíquese el artículo 6° de la Ley 270 de 1996, el 
cual quedará así:

Artículo 6°. Gratuidad
-

conformidad con la ley.
No podrá cobrarse arancel en los procedimientos de carácter penal, 

acciones constitucionales. Tampoco podrá cobrarse aranceles a las per-
sonas de escasos recursos cuando se decrete el amparo de pobreza o en 

Artículo 3°. Modifíquese el artículo 8° de la Ley 270 de 1996 en 
los siguientes términos:

. La ley podrá establecer me-

que se presenten entre los asociados y señalará los casos en los cuales 
habrá lugar al cobro de honorarios por estos servicios.

ciertas y determinadas autoridades administrativas para que conozcan de 
asuntos que por su naturaleza o cuantía puedan ser resueltos por aquellas 

-
cias, las garantías al debido proceso y las demás condiciones necesarias 
para proteger en forma apropiada los derechos de las partes. Contra las 

las autoridades administrativas excepcionalmente facultadas para ello, 
siempre procederán recursos ante los órganos de la Rama Jurisdiccional 
del Estado, en los términos y con las condiciones que determine la ley.

Los particulares pueden ser investidos transitoriamente de la función de 
-

mente habilitados por las partes para proferir fallos en derecho o en equidad.
-

terio del Interior y Justicia, realizará el seguimiento y evaluación de las 
medidas que se adopten en desarrollo de lo dispuesto por este artículo y 
cada dos años rendirán informe al Congreso de la República.

Artículo 4°. Modifíquese el artículo 11 de la Ley 270 de 1996: 
“Artículo 11. La Rama Judicial del Poder Público está constituida por:

a) De la Jurisdicción Ordinaria:
1. Corte Suprema de Justicia.
2. Tribunales Superiores de Distrito Judicial.
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3. Juzgados civiles, laborales, penales, penales para adolescentes, de 

múltiple, y los demás especializados y promiscuos que se creen confor-
me a la ley; 

b) De la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo:

2. Tribunales Administrativos
3. Juzgados Administrativos
c) De la Jurisdicción Constitucional:
1. Corte Constitucional;
d) De la Jurisdicción de Paz: Jueces de Paz.
2. La Fiscalía General de la Nación.

Parágrafo 1°. La Corte Suprema de Justicia, la Corte Constitucional, 
-

petencia en todo el territorio nacional. Los Tribunales Superiores, los 

causas a nivel municipal y local.
-

Parágrafo 2°. El Fiscal General de la Nación y sus delegados tienen 
competencia en todo el territorio nacional.

Parágrafo 3°. En cada municipio funcionará al menos un Juzgado 
cualquiera que sea su categoría.

-

Artículo 5°. El artículo 12 de la Ley 270 de 1996 quedará así:
Artículo 12. 

manera permanente por las corporaciones y personas dotadas de inves-
tidura legal para hacerlo, según se precisa en la Constitución Política y 
en la presente Ley Estatutaria.

-

los asuntos que no estén atribuidos por la Constitución o la ley a otra 

Artículo 6°. Modifíquese el artículo 13 de la Ley 270 de 1996:
Artículo 13. -

con lo establecido en la Constitución Política:
1. El Congreso de la República, con motivo de las acusaciones y fal-

tas disciplinarias que se formulen contra el Presidente de la República 
o quien haga sus veces; contra los Magistrados de la Corte Suprema de 

-

-
culares, de acuerdo con las normas sobre competencia y procedimiento 
previstas en las leyes. Tales autoridades no podrán, en ningún caso, realizar 

3. Los particulares actuando como conciliadores o árbitros habilitados 

en el que no sea parte el estado o alguna de sus Entidades, los particulares 
podrán acordar las reglas de procedimiento a seguir, directamente o por 

principios Constitucionales que integran el debido proceso.
Artículo 7°. El artículo 16 de la Ley 270 de 1996, quedará así:
Artículo 16. . La Corte Suprema de Justicia cumplirá sus fun-

ciones por medio de cinco salas, integradas así: La Sala Plena, por todos 
los Magistrados de la Corporación; la Sala de Gobierno, integrada por el 

Presidente, el Vicepresidente y los Presidentes de cada una de las Salas 
especializadas; la Sala de Casación Civil y Agraria, integrada por siete 
Magistrados; la Sala de Casación Laboral, integrada por siete Magistrados 
y la Sala de Casación Penal, integrada por nueve Magistrados.

Las Salas de Casación Civil y Agraria Laboral y Penal, actuarán según 
su especialidad como Tribunal de Casación, pudiendo seleccionar las 

-
petencia que, en el ámbito de sus especialidades, se susciten entre las 

Artículo 8°. El artículo 22 de la Ley 270 quedará así:
Artículo 22. . Los Juzgados Civiles, Penales, 

para el cumplimiento de las funciones que prevea la ley procesal en 
cada circuito o municipio, integran la Jurisdicción Ordinaria. Sus ca-
racterísticas, denominación y número serán los establecidos por dichas 
Corporaciones.

promiscuos para el conocimiento de procesos civiles, penales, laborales 
o de familia.

De conformidad con las necesidades de cada ciudad y de cada munici-

posible de única audiencia.

en las distintas localidades o comunas de la respectiva ciudad.
A partir del 1° de enero del año 2009, el cuarenta por ciento (40%) de 

ciudades de más de doscientos mil habitantes (200.000) deberán funcionar 

comunas de la respectiva ciudad.

haga a todas las localidades y comunas, pero podrá hacer una distribución 
que corresponda hasta tres localidades o comunas colindantes.

Artículo 9°. Modifíquese el artículo 34 de la Ley 270 de 1996, el 
cual quedara así:

Artículo 34. 
el máximo Tribunal de la Jurisdicción de lo Contencioso Administra-
tivo y estará integrado por treinta y un (31) magistrados, elegidos por 
la misma Corporación para los períodos individuales que determina 
la Constitución Política, de listas superiores a cinco (5) candidatos, 
que reúnan los requisitos constitucionales, por cada vacante que se 

la Judicatura.

integradas así: la Plena, por todos sus miembros; la de lo Contencioso 

Artículo 10. Modifícase el artículo 36 de la Ley 270 de 1996, el 
cual quedará así:

Artículo 36.  La Sala de 
lo Contencioso Administrativo se dividirá en cinco (5) Secciones, cada 

-

la Corporación y estarán integradas de la siguiente manera:
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La Sección Primera, por cuatro (4) magistrados.
La Sección Segunda se dividirá en dos (2) Subsecciones, cada una de 

las cuales estará integrada por tres (3) Magistrados.
La Sección Tercera se dividirá en tres (3) Subsecciones, cada una de 

las cuales estará integrada por tres (3) magistrados.
La Sección Cuarta, por cuatro (4) magistrados, y
La Sección Quinta, por cuatro (4) magistrados.

reglamento de la Corporación determinará y asignará los asuntos y las 
materias cuyo conocimiento corresponda a cada Sección y a las respec-
tivas Subsecciones.

En todo caso, la acción de pérdida de investidura de congresistas será 
de competencia de la sala plena de lo contencioso administrativo.

Parágrafo transitorio. Los nuevos despachos que por medio de esta ley 
se crean para la integración de la Sección Tercera de la Sala de lo Con-
tencioso Administrativo, tendrán la misma organización y estructura que 

Artículo 11. Apruébase como artículo nuevo de la Ley 270 de 
1996, el artículo 36A, que formará parte del Capítulo Relativo a la 
organización de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, 
el cual tendrá el siguiente texto:

“Artículo 36A. 
.

En su condición de Tribunal Supremo de lo Contencioso Administrativo, 

través de sus Secciones, en los asuntos que correspondan a las acciones 
populares o de grupo podrá seleccionar, para su eventual revisión, las 

archivo del respectivo proceso, proferidas por los Tribunales Adminis-

La petición de parte o del Ministerio Público deberá formularse 

a partir de la radicación de la petición, deberán remitir, con destino a la 

expediente dentro del cual se haya proferido la respectiva sentencia o el 
auto que disponga o genere la terminación del proceso, para que dentro 
del término máximo de tres (3) meses, a partir de su recibo, la máxima 
Corporación de lo Contencioso Administrativo resuelva sobre la selec-
ción, o no, de cada una de tales providencias para su eventual revisión. 
Cuando se decida sobre la no escogencia de una determinada providencia, 
cualquiera de las partes o el Ministerio Público podrán insistir acerca de 
su selección para eventual revisión, dentro del término de cinco (5) días 

Parágrafo 1°. La ley podrá disponer que la revisión eventual a que se 

-

la ley regulará todos los aspectos relacionados con la procedencia y trá-
mite de la revisión eventual, tales como la determinación de los plazos 
dentro de los cuales las partes o el Ministerio Público podrán elevar sus 
respectivas solicitudes; la insistencia que pueda presentarse respecto de 
la negativa de la selección; los efectos que ha de generar la selección; la 
posibilidad de que la revisión eventual pueda concurrir con otros recursos 
ordinarios o extraordinarios.

Parágrafo 2°. La ley regulará todos los asuntos relacionados con la 
procedencia y trámite de los recursos, ordinarios o extraordinarios, que 
puedan interponerse contra las decisiones que en cada caso se adopten 

-
nistrativo.

Artículo 12. Modifícase el numeral 1 del artículo 37 de la Ley 270 
de 1996 y adiciónase un parágrafo:

-
nistrativos, entre Secciones de distintos Tribunales Administrativos, entre 

los Tribunales y Jueces de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa 

-
tivos, serán resueltos por las respectivas Secciones o Subsecciones del 

mismo Tribunal Administrativo serán decididos por el correspondiente 

Artículo 13. Apruébase como artículo nuevo de la Ley 270 de 
1996 el siguiente:

“Artículo 42A. 
. A partir de la vigencia de esta ley, cuando 

los asuntos sean conciliables, siempre constituirá requisito de procedi-

Contencioso Administrativo o en las normas que lo sustituyan, el ade-

Artículo 14. Apruébase como artículo nuevo de la Ley 270 de 
1996 el siguiente:

“Artículo 60A.  Además de los casos previstos en 
los artículos anteriores, el Juez podrá sancionar con multa de dos a cinco 
salarios mínimos mensuales, a las partes del proceso, o a sus represen-
tantes o abogados, en los siguientes eventos:

1. Cuando a sabiendas se aleguen hechos contrarios a la realidad.
2. Cuando se utilice el proceso, incidente, trámite especial que haya 

3. Cuando se obstruya, por acción u omisión, la práctica de pruebas 

documentos que estén en su poder y les fueren requeridos en inspección 

práctica de las pruebas y diligencias
5. Cuando adopten una conducta procesal tendiente a dilatar el proceso 

o por cualquier medio se entorpezca el desarrollo normal del proceso.

de los procesos, cualquiera que sea, y lo adelantará hasta la sentencia 

Artículo 15. Modifícase el artículo 63 de la Ley 270 de 1996:
Artículo 63.  Habrá un plan na-

cional de descongestión que será concertado con la Sala Administrativa 

-
tegias, términos y los mecanismos de evaluación de la aplicación de las 
medidas.

-
didas pertinentes, entre ellas las siguientes:

funcional y la competencia territorial podrá redistribuir los asuntos que 
los Tribunales y Juzgados tengan para fallo asignándolos a despachos 

misma Sala, lo permita;

para tramitar y sustanciar los procesos dentro de los despachos ya esta-
blecidos, asumiendo cualquiera de las responsabilidades previstas en el 
artículo 37 del C. P. C.; los procesos y funciones serán las que se señalen 
expresamente;

c) Salvo en materia penal, seleccionar los procesos cuyas pruebas, 
incluso inspecciones, puedan ser practicadas mediante comisión con-

trasladarse fuera del lugar de su sede para instruir y practicar pruebas en 

o magistrados sustanciadores de acuerdo con la ley de presupuesto;
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-

Artículo 16. Apruébase como artículo nuevo de la Ley 270 de 
1996 el siguiente:

Artículo 63A. . Cuando existan 
razones de seguridad nacional o para prevenir la afectación grave del 
patrimonio nacional, o en el caso de graves violaciones de los derechos 
humanos, o de crímenes de lesa humanidad, o de asuntos de especial 
trascendencia social, las Salas Especializadas de la Corte Suprema de 

Constitucional, señalarán la clase de procesos que deberán ser tramitados 
y fallados preferentemente. Dicha actuación también podrá ser solicitada 
por el Procurador General de la Nación.

Igualmente, las Salas o Secciones de la Corte Suprema de Justicia, 

determinar motivadamente los asuntos que por carecer de antecedentes 
-

percusión colectiva, para que los respectivos procesos sean tramitados 
de manera preferente.

Los recursos interpuestos ante la Corte Suprema de Justicia, el Con-

Las Salas Especializadas de la Corte Suprema de Justicia, las Salas o 

Superior de la Judicatura; las Salas de los Tribunales Superiores y de los 
Tribunales Contencioso-Administrativos de Distrito podrán determinar 
un orden de carácter temático para la elaboración y estudio preferente 

señalarán, mediante aviso, las fechas de las sesiones de la Sala en las 
que se asumirá el respectivo estudio.

Parágrafo 1°. Lo dispuesto en el presente artículo en relación con la 

señalará los días y horas de cada semana en que ella, sus Salas y sus 
Secciones, celebrarán reuniones para la deliberación de los asuntos 

sus actuaciones.

sentido no podrá alterar el régimen salarial y prestacional vigente en la 

Artículo 17. Adiciónase el artículo 85 de la Ley 270 de 1996 con 
los siguientes numerales:

la ley Estatutaria y en las leyes procesales el estatuto sobre expensas, 
costos.

-

Artículo 18. Modifíquese el siguiente parágrafo al artículo 93 de 
la Ley 270 de 1996:

ser comisionados para la práctica de pruebas para adoptar decisiones 

relacionadas con asuntos de trámite o sustanciación para resolver los 

Artículo 19. El artículo 106 de la Ley 270 de 1996, quedará así:
“Artículo 106. 

diseñar, desarrollar, poner y mantener en funcionamiento unos adecua-
dos sistemas de información que, incluyan entre otros, los relativos a 

-

forma completa y oportuna, al conocimiento de las fuentes formales del 
derecho, tanto nacionales como internacionales.

En todo caso, tendrá a su cargo un Sistema de Información y estadística 
que incluya la gestión de quienes hacen parte de una Rama Judicial o 

-
cación de los términos procesales y la efectiva solución, de tal forma que 

Todos los organismos que hacen parte de la Rama Judicial y aquellos 

la Carta Política, tienen el deber de suministrar la información necesaria 
para mantener actualizados los datos incorporados al sistema, de acuerdo 

Artículo 20. Modifíquese el artículo 191 de la Ley 270 de 1996, 
de la siguiente manera:

“Artículo 191. Los dineros que deban consignarse a órdenes de los 

presente ley y en las disposiciones legales vigentes se depositarán en el 
Banco Agrario de Colombia en razón de las condiciones más favorables 

De la misma manera se procederá respecto de las multas, cauciones 

prescriban a favor de la Nación.
En ningún caso el Banco Agrario de Colombia pagará una tasa inferior 

-

Financiera.
Parágrafo. Facúltese al Juez de la causa para que a través del trámite 

Artículo 21. Modifíquese el artículo 192, de la siguiente ma-
nera:

Artículo 192. Créase el Fondo para la Modernización, descongestión 
y bienestar de la administración de Justicia, como una cuenta adscrita 

-
sos:

1. Los derechos, aranceles, emolumentos y costos que se causen con 

destinación del 30% para el Sistema Carcelario y Penitenciario estable-
cido en la Ley 66 de 1993.

3. Las donaciones y aportes de la sociedad, de los particulares y de 
la cooperación internacional.

Parágrafo 1°. El Fondo no contará con personal diferente al asignado 

Parágrafo 2°. Cuando se trate de condenas contra el Estado o entidades 

entidad respectiva hará la retención pertinente y girará la suma al Fondo 
dentro de los diez días siguientes.
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Parágrafo 3°. Las personas y particulares que realicen aportes al 

Artículo 22. Artículo Nuevo. Habrá un artículo 209 Bis de la Ley 
270 de 1996, el cual quedará así:

“Artículo 209 Bis. . Los 
planes y programas de descongestión, la creación y funcionamiento de 

en forma gradual y en determinadas zonas del país, de acuerdo con las 

El Plan Nacional de Descongestión para la Justicia al Día deberá di-
señarse y formularse integralmente a más tardar dentro de los seis meses 
siguiente a la entrada en vigencia de la presente ley.

Formulado el Plan Nacional de Descongestión para la Justicia al Día, 
su implementación se hará en forma gradual, en determinadas zonas y 

el mayor volumen de represamiento de inventarios.
Parágrafo. Se implementará de manera gradual la oralidad, de acuer-

Artículo 23. Adiciónase el Artículo 209A.
“Mientras se expiden las reformas procesales tendientes a la agiliza-

siguientes disposiciones:
a) Perención en procesos ejecutivos:

si el expediente permanece en la secretaría durante nueve (9) meses 
o más por falta de impulso cuando este corresponda al demandante o 

perención con la consiguiente devolución de la demanda y de sus anexos 
y, si fuera del caso, la cancelación de las medidas cautelares evento en el 

devolver la demanda es apelable en el efecto suspensivo, y el que lo 
deniegue, en el devolutivo.

Artículo 24. Adiciónase el artículo 209B.
Créase una Comisión del Proceso Oral y Justicia Pronta, integrada por 

el Ministro del Interior y de Justicia, quien la presidirá; los Presidentes 

-
presentante a la Cámara miembros de las Comisiones Primeras, elegido 
por las respectivas Comisiones Constitucionales; dos representantes de la 
academia y un representante de la sociedad civil, vinculados a los temas 
de la Administración de Justicia, para tratar, entre otras, las siguientes 
materias: procesos orales y por audiencias en todos los órdenes de la 

-
lización y asignación de competencias y funciones a autoridades admi-

La Secretaría Técnica quedará en cabeza de la Sala Administrativa del 

La Comisión de Justicia Pronta tendrá en cuenta las recomendacio-
nes y propuestas elaboradas por las Comisiones Intersectoriales para 
la efectividad del principio de la Oralidad en el Régimen Procesal del 

el Régimen de Familia, Civil y Agrario, creadas mediante los Decretos 

Artículo 25. Artículo Nuevo. Agotada cada etapa del proceso, el 

nulidades dentro del proceso, los cuales, salvo que se trate de hechos 
nuevos, no se podrán alegar en las etapas siguientes en aras de evitar 

de 1993, 203 de la Ley 270 de 1996, y las demás normas que le sean 
contrarias.

Artículo 27. Para la Financiación de los costos que demanda el cum-
-

puestales internos a que haya lugar.
. La presente ley rige a partir de su promulga-

ción.
El Presidente del honorable Senado de la República,

El Secretario General del honorable Senado de la República, 

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL

Dada en Bogotá, D. C., a 22 de enero de 2009
ÁLVARO URIBE VÉLEZ

El Ministro del Interior y de Justicia
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